Suman aportes al pedido de jury a Vignaroli

NEUQUÉN (AN).- En respuesta al visto bueno del Tribunal Superior de Justicia a la participación de Convocatoria Neuquina por la Justicia y la Libertad como amiga del tribunal en el jury al fiscal Pablo Vignaroli, la organización presentó un escrito de 30 páginas con fundamentos a favor de admitir el proceso. 

La presentación de Convocatoria Neuquina, que promovió el proceso que podría derivar en la destitución del fiscal, se remonta 

OBJETO: APORTAN RAZONES EN RELACIÓN A LA ADMISIBILIDAD DE LOS CARGOS CONTRA EL FISCAL VIGNAROLI.
Sr. Presidente del Jurado de Enjuiciamiento

Dr. Oscar H. Massei

SILVIA CRISTINA COUYOUPETROU, DNI 17 101.070,  en representación de la Asociación Civil “CONVOCATORIA NEUQUINA POR LA JUSTICIA Y LA LIBERTAD”,  manteniendo el   domicilio constituido en diagonal España 169 de la ciudad de Neuquén,  me presento y digo:
I. OBJETO.

En función de la participación que el  Jurado ha conferido a nuestra entidad, venimos a aportar  razones que estimamos de utilidad en miras a la decisión que corresponde adoptar en esta etapa de los procedimientos sobre la denuncia promovida contra el Fiscal de Cámara Pablo Vignaroli. 

II. Hechos Imputados en la Denuncia.

En la denuncia que da origen a este procedimiento, se le atribuyó al fiscal Vignaroli mal desempeño en la función, por un conjunto de hechos que se describieron de la siguiente manera:

1. No haber investigado ni promovido la acción penal contra el ex – gobernador Jorge O. Sobisch, ni dado instrucciones a los fiscales adjuntos que integran la Agencia de Delitos contra la Administración Pública en el expte. caratulado “Zalazar, Carlos David-Soto Moisés s/ incumplimiento a los deberes de funcionario público” (Expte. 4570/2008 del Juzgado Correccional Nº 2), a pesar de tener cabal conocimiento de que fue el Sr. Sobisch el que emitió la ilegal orden de no actuar a la Policía Provincial, con la finalidad de que un grupo irregular actuara como fuerza de choque y desalojara violentamente a los docentes que habían ocupado el acceso a la refinería de Repsol-YPF en Plaza Huincul (30 de marzo de 2006). Tampoco investigó otras conductas que destacaremos más adelante.

2. Haber procurado que se frustren los fines del proceso en la causa “Ferreira, Osvaldo Raúl – Segovia, Martín s/ cohecho” (Expte 31.980/3 Juzgado Nº 4), omitiendo toda actuación del ministerio público fiscal por más de 3 años, permitiendo que la acción penal se extinga o quede al borde de la extinción.

3. Haber intervenido en la causa “Ferreira, Osvaldo Raúl – Segovia, Martíns/ cohecho” (Expte. Nº 31.980/3 Juzgado Nº 4), ocultando la existencia de motivos de excusación durante los años 2004 y hasta el 3 de noviembre del corriente año, fecha en la que se excusó por amistad con uno de los imputados.

4. Haber actuado deliberadamente o al menos con negligencia grave en la causa “Tribunal de Cuentas s/ dcia. Malversación en IADEP” (Expte. Nº IPF 23113/2, radicado en el Juzgado Nº 6 bajo el Nº 15534/04”, seguida a María Cernaz y María Cristina Martín por el delito de peculado (art. 261 CP), mientras la primera se desempeñaba como Gerente administrativa del IADEP, posibilitando su sobreseimiento.

5. Mal desempeño en la causa IPF Nº 12.886/4 (violación de secretos en la Legislatura, imputados al ex ministro Manganaro y al Fiscal Santiago Terán), al no haber promovido la acción penal.

6. Mal desempeño del Fiscal Vignaroli en la causa Nº 51209/4 del Juzgado de Instrucción Nº 3 (enriquecimiento ilícito del Diputado Gutiérrez), al no promover el procedimiento de la ley 5.

7. Haber actuado con negligencia en la causa IPF Nº 18.273/05 DAP (Denuncia de Ricardo J. Mendaña contra los vocales del TSJ Dres. Fernández, Sommariva y Badano, el Asesor General de la Gobernación Dr.Jorge Brillo y otros funcionarios públicos).

8. Accionar negligente en la causa “Sevalt, Ariel Walter – López, Mercedes, Estrella s/robo calificado por el uso de armas (dos hechos) ambos en concurso real” (Cámara II de Neuquén, expte. Nº 46/7).

9. No haber investigado con seriedad las causas relacionadas con la actuación del IADEP, especialmente en lo que se relaciona con los créditos otorgados para el llamado “Chañar III Etapa” (IPF 24.264 y otros conectados o desprendidos de esta investigación), ordenando el archivo.
10. Haber promovido la persecución penal en la causa “Mendaña, Ricardo J. y otras s/ fraude en perjuicio a la administración pública” (Expte. Nº 16.998-2005 del Juzgado Nº 6) a sabiendas de que no se estaba ante un hecho reprochable penalmente o con grave e inexcusable desconocimiento del derecho aplicable.
11. Haber actuado con negligencia grave en la causa “Oberholzer, Jorge Eduardo y otros s/ negociaciones incompatibles con la función pública y estafa” (Expte. Nº 12.331).
III. DOCUMENTAción pendiente. 
1. Los hechos denunciados, en todos los casos, se vinculan con la actuación funcional del Fiscal Vignaroli en asuntos en los que ha actuado o debido actuar como representante del Ministerio Público, razón por la cual el Jurado solicitó como medida preliminar la remisión de los respectivos expedientes, los cuales fueron fotocopiados y corren por cuerda al principal.

En la denuncia también se propusieron otras medidas que podemos catalogar como de investigación o de prueba, pero sobre estas aún no se produjo requerimiento del Jurado hasta el momento.

Sobre este punto, creemos que la omisión de requerir los documentos e informes consignados representa una falencia lamentable, pues el juicio de admisibilidad tiene una trascendencia significativa en el diseño del proceso disciplinario en el que se enmarca esta presentación y es evidente que los antecedentes omitidos completan la información de los expedientes requeridos. 

2. Entre los antecedentes que se han omitido hasta el momento se encuentran los siguientes: 
a) El legajo del Dr. Pablo Vignaroli y la certificación de su designación como Fiscal titular de la agencia de Delitos contra la Administración Pública, como Fiscal de Cámara y como encargado de la supervisión de la Agencia AFDAP; 
b) El legajo de Vignaroli como cliente del Banco o al menos toda la información relacionada sobre créditos otorgados, situación y condiciones de pago de los mismos; 
c) Informe del Fiscal del TSJ  que informe sobre todas las causas que recibió el Fiscal Vignaroli al hacerse cargo de la Agencia de Delitos contra la Administración Pública, con indicación del estado procesal actual o la resolución recaída; 
d) El informe del Fiscal del TSJ los indicadores de gestión (estadísticas) y los informes de auditoría sobre esa fiscalía; 
e) Testimonio  de la sentencia de destitución del vocal del TSJ Eduardo Badano (motivo 7); 

f) El legajo personal de María Cernaz (motivo 4); 
g) El informe al Juzgado de Instrucción Nº 6,  sobre todas las causas en las que se aplicó el criterio sentado en la causa 15.534/04 (“Cernaz”), y en cuantas la Fiscalía interpuso recurso de apelación y que resultados obtuvo; 
h) El sumario administrativo realizado en relación al Fiscal Santiago Terán por la difusión de información que debía permanecer en reserva (motivo 5); 
i) Los antecedentes vinculados con el apartamiento de los fiscales adjuntos de la AFDAP a pedido del Fiscal Vignaroli; 
j)  El expediente “Sagarsazu, Miguel Esteban s/defraudación”, del que desconocemos otra información, salvo la que fuera publicada en el Diario Río Negro en el mes de julio/agosto del 2004; 
j) El informe del  Sr. Fiscal del TSJ que informe todas las causas radicadas en la AFDAP a partir de su creación y resultado de las investigaciones.
3. Nuestra entidad entiende  que esa documentación es muy importante para que los miembros del Jurado se pronuncien sobre la admisibilidad,  pues dicha decisión puede cerrar el procedimiento para todos o por alguno de los hechos y, por ende,   tal  pronunciamiento se basaría en una apreciación recortada e  incompleta de los antecedentes del caso. Creemos que esto sería grave y afectaría la legitimidad y la credibilidad del Jurado en relación a la decisiones que adopta.

Incluso estimamos que la omisión es censurable aún en el supuesto en que la decisión sea a favor de la admisibilidad, pues aunque en tal caso pueda  ordenarse su producción en la etapa de prueba,  el Jurado estaría prescindiendo en esta etapa de antecedentes que pueden eventualmente tener efectos favorables para el propio imputado, como por ej. justificar la clausura anticipada por algunas conductas.  

Por este motivo, nuestra entidad estima la absoluta conveniencia de que el Jurado ordene lo que resulte necesario para reunir esa información a la mayor brevedad y antes de pronunciarse sobre la admisibilidad. 



IV. DOCUMENTAción AGREGADA A LAS ACTUACIONES. 
1. En cuanto a la documentación agregada, haremos  una breve relación de los aspectos mas importantes, siguiendo  -por razones metodológicas- el orden dado a los hechos denunciados: por razones metodológicas:


a) En dichas actuaciones se investigó la existencia de una orden ilegítima dada para que los funcionarios policiales que actuaban en Plaza Huincul, permitieran que un grupo irregular integrado por obreros de la Uocra y militantes del MPN agredieran a un grupo de docentes que habían montado un piquete en el acceso a la refinería de YPF-Repsol. Los sucesos acontecieron el 30 de marzo de 2006 y la orden fue previa a las agresiones.

Las actuaciones se iniciaron en la Fiscalía de Cutral Có y, a raiz de la declaración de incompetencia del Juzgado de Cutral Có, pasaron a la Fiscalía General y de Coordinación (fs. 130) y de allí a la Agencia de Delitos contra la Administración Pública. 

La fiscal adjunta  Paula Verónica González  dictaminó a fs. 131 a favor de la competencia de la Justicia de la Ia. Circunscripción, pues debía estarse al lugar donde la orden contraria a la ley se dicta.

A fs. 132/37 el Dr.  Marcelo Inaudi, en representación de  Mario A. Zambrano y Leonel Celestino Seguel, se presenta solicitando ser tenido como parte querellantese  formulando imputación “por el momento” al Jefe y Sub Jefe de Policía, los Comisarios Generales Zalazar y Soto (fs. 132). 

A fs. 151 la Fiscal Adjunta Máría Célica Gonzalez solicita medidas 

b) A fs. 152/ el Dr. Inaudi, preocupado por la demora de la Fiscalía,  solicita al Juzgado que se “intime al Sr. Fiscal interviniente, Dr Pablo Vignaroli, a evacuar la vista conferida oportunamente” (fs. 152), proponiendo distintas medidas de investigación. El Juez  Dr. Benavidez decide a fs. 159 “tener presente” la solicitud de la querella y ordena medidas solicitadas por la Fiscalía a fs.. 151. A esa altura estamos en el mes de julio de 2006. 

El 30/08/2006 el Juzgado corre vista a la Fiscalía a tenor del art. 171 del CPP. La Fiscal  adjunta María Célica González vuelve a postergar el acto que se imponía, solicitando medidas que bien cabe calificar de dilatorias, pues se podían producir en la etapa sumaria (incluso se pide una información existente, conforme destaca el Juzgado a fs. 183). El Juzgado provee de conformidad a fs. 18 (18/9/2006).

c) A fs. 205 el Dr. Inaudi reitera que se intime al Fiscal a formular el requerimiento pertinente e introduce que el propio Gobernador de la Provincia admitió que fue quien impartió la orden de no actuar. 

La Fiscalía  vuelve a pedir medidas a fs. 223, ordenando el Juzgado la remisión del material de audio, video y grafico a distintos medios de prensa (fs. 236 y siguientes). Se reciben algunas fotografías y material gráfico, enviando RTN la grabación del discurso dado por el ex Gobernador de la Provincia en el acto del 19 de abril de 2006 (fs. 251). A pesar de esto  y de la nueva vista conferida, la Fiscalía sigue dilatando las definiciones. En el mes de febrero insiste con la producción de medidas secundarias (fs. 254). 

A fines de marzo del año 2007 el Dr. Inaudi destaca “el primer año de vida” de la causa, reitera el diligenciamiento de medidas solicitadas e insiste en que el Fiscal se pronuncie formulando el requerimiento de instrucción. Dice el Dr. Inaudi: “…lo que quiero destacar, Señor Juez, es que llevamos un año desde el episodio, declarando incompetencias, corriendo vistas, y requiriendo cuestiones previas a la contestación de los traslados” (fs. 256).

El Juzgado a fs. 258 ordena que se haga lugar a las medidas de las Fiscalía. En relación a lo que pide Inaudi se consigna: “estése a las medidas ordenadas precedentemente”.

d) Por fin el 14 de agosto de 2007 la Fiscal Adjunta María Célica González formula requerimiento de instrucción contra Carlos David Zalazar y Moisés Soto. A pesar de invocar como antecedentes el video remitido por RTN  y la trascripción del discurso del Gobernador a fs. 300, omite requerir por  el accionar del Gobernador Jorge Sobisch y pide un insustancial informe al Ministerio de Gobierno. En definitiva, se le pide a los propios sospechados que digan si dieron  una orden ilegal. Destacamos que el requerimiento de instrucción no es un procesamiento, ni una condena, es simplemente la habilitación para investigar un hecho delictivo. 

El Juzgado contribuye a la dilación, ordenando algunas medidas, pero postergando el llamado a indagatoria de Zalazar y Soto (fs. 312) y rechazando injustificadamente el carácter de querellante de Zambrano y Seguel (fs. 314)

e) El 12 de marzo de 2008, a casi dos años, se ordena la indagatoria de  Zalazar y Soto (fs. 325). Las  indagatorias se cumplen el 27 de mayo de 2008 (fs. 367 y 370), participando por la Fiscalía  la Fiscal adjunta María Célica González.

A fs.  386/92  la Fiscal Adjunta Paula Verónica González efectúa el requerimiento de elevación a juicio respecto de Zalazar y Soto. Sobre la conducta del Gobernador no hay ningún otro pronunciamiento. Estamos  en el mes de julio de 2008. Luego, a fs. 399 el Juzgado de Instrucción clausura la instrucción y por simple decreto eleva las actuaciones al Juzgado Correccional. El ofrecimiento de prueba es firmado por la fiscal adjunta Paula Verónica González (fs. 412)

A fs. 527 se presenta en la causa la Fiscal la Dra. Gloria Lucero, como subrogante de la Agencia de Delitos contra la Administración Pública, ratificando la actuación de la Dra. María Célica González y  asignando a la citada funcionaria que continúe con la tramitación del caso. Estamos en el 1º de julio de 2009.

La causa aún no ha sido resuelta en forma definitiva.

f) El Fiscal Vignaroli fue el Fiscal titular de la Agencia de delitos contra la Administración Pública hasta principios del año 2006, en que asumió el cargo de Fiscal de Cámara, aunque continuó con la supervisión de la  agencia Fiscal. De Delitos contra la Administración Pública. 

Por esa razón continuó a cargo de números casos radicados en esa agencia, entre ellos el caso “Temux” y en otros casos relevantes. Por eso el Dr. Inaudi reclama el requerimiento de instrucción del propio Vignaroli, lo que nunca se concretó.

Además, esto surge con claridad incluso de la documental agregada. Nos referimos al expediente  “Mendaña, Ricardo J. y otras s/ fraude en perjuicio de la administración pública”, Expte. 16.998, del Juzgado Nº 6, en el que a fs. 409/11, el propio Vignaroli  se  presenta como “Fiscal de Cámara a cargo de la Agencia Fiscal de Delitos contra la Administración Pública” y junto con los tres fiscales adjuntos  instan el sobreseimiento de Mendaña y las  restantes imputadas en la causa.
También surge de las actuaciones IPF 18273/05 “Mendaña, Ricardo Jorge s/ denuncia abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público”, pues en el pliego de preguntas que se adjunta a un exhorto (fs. 77 y 78), se consigna el 28 de abril de 2006 que la Fiscalía sigue a cargo de Vignaroli. A fs. 76 de esa misma causa se consigna lo mismo y se  invoca el Acuerdo del TSJ Nº 3993 punto 3. Lo mismo acontece a fs. 127 (11 de agosto de 2006). Creemos que resulta conveniente agregar a las actuaciones este acuerdo y las resoluciones del Fiscal del TSJ derivadas de ese acuerdo.
e) Durante el curso de este año los denunciantes Zambrano, Seguel y Morales volvieron a insistir con la persecución penal de las conductas que Vignaroli y su equipo decidieron dejar al margen de la causa.

La Fiscalía y el Juzgado Nº 5 nuevamente intentaron sin éxito frenar las posibilidades de que se profundice la investigación y la Cámara de Apelaciones dictó una resolución en la que formuló consideraciones como las que se consignan a continuación: 

“El comportamiento de la Fiscalía en las actuaciones de mención fue marcadamente anómalo. Vaya una muestra. En el requerimiento de instrucción (fs.304/308 vta) atribuye una conducta delictual a los Comisarios Generales Carlos Salazar y Moisés Soto. A su vez, y porque el mismo Ministerio Público lo había solicitado (fs.223) previo a tal requerimiento se agregó la transcripción mecanografiada de un casete de VHS remitido por la Dirección Provincial de Radio y Televisión del Neuquen, con declaraciones del entonces gobernador de la provincia, de donde surgen elementos para (al menos) investigar si el accionar reprochado a Salazar y Soto se originó en una orden suya. La Fiscalía eludió avanzar inexplicablemente sobre esta evidencia y se limitó a peticionar la realización de un innecesario oficio (fs. 308 vta y contestado no se sabe por quién a fs. 320) al Ministerio de Gobierno, omitiendo para siempre el tema, salvo que utiliza contra los imputados la referida declaración del ex gobernador (fs.308 penúltimo párrafo y 391 sexto párrafo, siempre del expte. Nro. 4570). Volviendo al Juez recusado, dado que él nunca requirió siquiera una explicación de la vindicta pública sobre estos elementos y otros (también desde inicio se lo anotició sobre cargos contra Adolfo Soto y Juan Antío) es dable suponer que coincidió con la propuesta de investigación de la vindicta pública, la cual aparece como laxa, miope y carente de objetividad” (Del voto del Juez Trincheri).

“… coincido plenamente con el Sr. Vocal opinante en primer término acerca de que existen numerosas irregularidades en la tramitación del Exp. N° 4570 que direccionaron las imputaciones solo en conductas delictivas residuales, “olvidando” investigar todos y cada uno de los eventos criminosos denunciados y el grado de participación que le cupo a cada uno de los sindicados. Estas anormalidades que detallara en su voto mi colega y a las que me remito en aras de la brevedad, deben ser al menos conocidas por el T.S.J. por lo que comparto además su posición de que corresponde elevar los antecedentes al Tribunal Superior de Justicia, lo que así debe hacerse” (Del Voto del Juez Varessio)
A partir de esa decisión, comenzó  a intervenir  otro Fiscal y otro Juez,  se le ha reconocido a los afectados la posibilidad de intervenir como querellantes, y en días pasados se ha recibido declaración indagatoria a Jorge O. Sobisch. 

f) Esta simple ponderación de los antecedentes obrantes  en relación a este cargo permite concluir que existen sobrados antecedentes para que se admita este cargo por el mal desempeño de Vignaroli,  al no tomar las medidas para que el Ministerio Público cumpliera en forma cabal y satisfactoria su rol en el proceso.

No lo exime que hayan sido los adjuntos los que firmaron las presentaciones y requerimientos, pues él conservaba el control funcional de esa agencia fiscal. Creemos, que por la índole de la causa, que había tenido mucha trascendencia pública, en la que estaba comprometido el propio Gobernador de la Provincia y con un pretenso querellante que incomodó, al menos hasta su apartamiento, no existe ninguna posibilidad de que el fiscal Vignorali desconociera lo que estaba pasando. Todo sugiere que el fiscal Vignaroli esta informado del proceder irregular de sus subordinados. 

Destacamos que el artículo 13 de la ley 2153 (aprobatoria del Código Procesal Penal) que creó el cargo de  fiscal adjunto  estableció que ejercerán las funciones que le deleguen el fiscal titular. Por ende los fiscales titulares tienen una obligación de supervisión y control que es indiscutible.


a) Esta causa judicial no estuvo disponible para nuestra entidad, aparentemente porque  se están cumpliendo actos procesales que no permiten su remisión.

Sin embargo, de la denuncia, surge lo siguiente: 

“…que el fiscal Pablo Vignaroli, actuando como titular de la Agencia Fiscal de Delitos contra la administración Pública, solicitó las actuaciones a fin de proponer diligencias. La presentación se concretó el 22 de diciembre de 2004 (fs. 1063). El 7 de febrero del 2005 el Juez de Instrucción accede a lo peticionado (fs. 1064 de esa causa). El 17 de marzo el propio Vignaroli pide que se le reciba declaración indagatoria a Osvaldo Raúl Ferreira y Carlos Martín Segovia (fs. 1065) por los hechos que un año atrás había imputado en su requerimiento de instrucción el Dr. Pedro J. Telleriarte, que se había desempeñado como titular de esa Agencia Fiscal antes de la designación de Vignaroli”.

“En los siguientes TRES AÑOS Y SIETE MESES, a pesar de continuar  como Fiscal titular de esa Agencia Fiscal y luego como Fiscal de Cámara supervisor de esa Agencia, tampoco realizó ningún acto para continuar la persecución penal iniciada por el anterior fiscal de la causa a pesar de hallarse obligado legalmente.

Dichas actuaciones fueron remitidas por el Juzgado Nº 6, por haber sido requerida por la Corte Suprema a raíz del recurso de hecho deducido por Jorge A. R. Taylor (fs. 1105), aunque dicho recurso no guarda  correspondencia con la situación de los coimputados Ferreyra y Segovia. Lo que correspondía era extraer fotocopias para continuar los procedimientos por estos dos imputados y así tendría que haber sido requerido por el fiscal y decidido por el magistrado de la instrucción. La Corte solicitó “los autos principales” (fs. 1105), pero el Juzgado cumplió en exceso enviando además de los autos principales y todos los incidentes (fs. 1109 y 1111).

Con ese procedimiento irregular se mantuvieron las actuaciones fuera de la jurisdicción principal, sin que el fiscal actuante realizara ninguna petición al respecto en lo que ha sido una de las causas más importantes de la Provincia, pues en ella se encontraba imputado el propio Gobernador, un ex diputado provincial y un conocido abogado del foro.

El 11 de junio del 2008 la Fiscal Adjunta Paula González, que forma parte de la Agencia de Delitos contra la Administración Pública desde el año 2005 hasta la fecha, se acordó de la existencia de este expediente y solicitó la extracción de  fotocopias para “seguir adelante la investigación” respecto de Ferreira y Segovia “a fin de evitar la prescripción de la acción penal” (fs. 1127).

El Juzgado accedió al pedido y formuló el pedido de fotocopias a la Corte (fs. 1128), que fueron recibidas el 16 de septiembre de 2008 (fs. 1130),  provocando una agitada sucesión de excusaciones por razones de amistad con uno de los imputados. Lo comentado demuestra con absoluta claridad que si hubiera existido vocación por continuar la investigación, solo bastaba pedir copia de las actuaciones a la Corte Federal.

Recién vuelve a reaparecer el Fiscal Pablo Vignaroli en el mes de noviembre de 2008, en su carácter de “supervisor” de la Fiscalía de Delitos contra la Administración Pública, expresando que con el Dr. Martín Segovia lo “une una amistad de años, la cual le impediría ejercer el rol de fiscal en la causa con la objetividad que el cargo obliga” (fs. 1153).



b) Los datos son concretos y suficientes para pronunciarse a favor de la admisibilidad. En la denuncia se aportan argumentos que avalan –al menos para la admisibilidad-  la existencia de mal desempeño imputable al fiscal Vignaroli.

Téngase en cuenta que la causa se reactivó pues un periodista de la región comenzó a contar los días que faltaban para la prescripción de la acción penal. De no haber ocurrido esto, probablemente el objetivo de perjudicar la causa se habría logrado.



Los hechos posteriores demuestran que se podía perfectamente impulsar la causa por las personas no comprendidas en el recurso de queja deducido ante la Corte Suprema. Por información extraoficial sabemos que dos imputados fueron oídos en indagatoria y que la causa se encuentra en etapa de formulación de los requerimientos de elevación a juicio. 



c) Estimamos que la denuncia ofrece antecedentes serios y constatables. Si bien por  uno de los cargos (no haberse excusado a tiempo) hubo otro requerimiento de Jury y no fue admitido, las razones que se dieron fueron que se trata de una conducta “aislada”. Esta denuncia muestra que no se trata de una conducta solitaria, sino de un proceder que tiene contornos de sistematicidad.



Por otra parte, entendemos que sobre ese evento no se puede sostener la existencia de “cosa juzgada”, pues no existe ninguna norma que le adjudique a este archivo inicial (sin que el imputado haya sido juzgado) tal efecto.


a) En la presente causa se investigó la malversación de fondos públicos en el IADEP a instancias de una denuncia de malversación efectuada por el Tribunal de Cuentas de la Provincia de Neuquén. El requerimiento de Instrucción los realizó el -en aquel entonces fiscal- Dr. Pedro Teleriarte, en fecha 21 de abril del año 2004, resultando imputadas Marta Cernaz y María Cristina de Martín.  



Que luego de iniciada la instrucción se presenta el Dr. Fernando Szvilling, a fs. 201 y solicita el sobreseimiento de Cernaz, aduciendo el vencimiento de los plazos legales para la investigación.



Que luego de corrido el traslado del Art. 311 CPPyC, y de haber pedido prorrogas (fs. 234), el Dr. Pablo Vignaroli contesta la vista considerando completa la instrucción la elevación a juicio correccional (fs. 236- 250).



b) A fs. 251 el Dr. José Luis Cartolano declara la nulidad del requerimiento de elevación a juicio efectuado por Pablo Vignaroli en virtud de que este último había omitido consignar la calificación legal del hecho atribuido y dispone una nueva vista a la Fiscalía a fin de que se realice correctamente el pedido de elevación a juicio.



Que conforme surge de Fs. 252 Vignaroli, lejos de realizar la calificación legal, adecuar su requerimiento de elevación a juicio y subsanar su error, contesta la vista solicitando que de manera previa se resuelva el planteo formulado a fs. 201/209 por el defensor  Szvilling. 
Que a fs. 253, obre el rechazo del Dr. Cartolano en relación a los solicitado por el Dr. Pablo Vignaroli y disponiendo un nuevo traslado a la fiscalía a fin de que cumpla con lo normado en el Art. 311 del CPP.



Que luego de recibidas las actuaciones por cuarta vez en la fiscalía y conforme surge de fs. 254, el Dr. Vignaroli, solicita una nueva prorroga, aduciendo complejidad en el caso y cúmulo de tareas.



Es de hacer notar a esta altura de la exposición que los pedidos de prorrogas efectuados por Vignaroli resultaron en todos los casos infundados, en la medida en que la causa se encontraba lista para ser elevada a juicio y solo hacia falta que al requerimiento ya confeccionado se le agregue la calificación legal, tarea de ínfima complejidad.



c) Que habida cuenta de las demoras e inexplicables dilaciones en la que incurría el Dr. Vignaroli,  a fs. 255 se presenta el defensor de Cernaz y solicita se resuelva su planteo de sobreseimiento.

Que conforme surge de fs. 258 en fecha 23 de febrero de 2005, esto es diez meses después que el primer requerimiento de elevación fuera declarado nulo, la fiscalía inexplicablemente pide una nueva prorroga para evacuar la vista del Art. 311.



Que a fs. 267 se presenta la defensa de Cernaz e interpone recurso de reposición con apelación en subsidio contra la providencia que denegaba la resolución de su planteo e insiste con el vencimiento de los plazos legales. En fecha 25 de febrero de 2005 se le corre traslado del recurso a la fiscalía a cargo del Dr. Vignaroli.



Que recién en fecha 02 de marzo de 2005 la fiscalía contesta la vista conferida expresando que el recurso planteado por la defensa de Cernaz debe ser acogido favorablemente.


Que en fecha 14 de marzo de 2005 el Dr. Rimaro, de conformidad fiscal, hace lugar al recurso planteado por la defensa de Cernaz y en consecuencia ordena la formulación de un incidente a fin de resolver el planteo de sobreseimiento.



Que en fecha 22 de abril de 2005, se le corre vista al Dr. Vignaroli, quien la evacua en fecha 29 de abril de 2005 expresándose por el rechazo del planteo  efectuado por la defensa y alegando que los plazos son ordenatorios. Que en fecha 01 de junio de 2005, el juzgado resuelve hacer lugar a la presentación efectuada por la defensa y dispone el sobreseimiento de las imputadas.



Que esta resolución es notificada a la fiscalía en fecha 11 de junio de 2005 y pese a que disponía el sobreseimiento de las imputadas no es recurrida por el Dr. Pablo Vignaroli, quedando de esa forma firme y consentido el sobreseimiento.



d) Como claramente puede apreciarse de la descripción efectuada el sobreseimiento en las presentes actuaciones responde pura y exclusivamente al pésimo desempeño del Fiscal Pablo Vignaroli, quien realizo incorrectamente el requerimiento de elevación a juicio, y luego de declarada la nulidad, dilató inexplicablemente la subsanación de los defectos de manera tal de permitir que se vencieran los plazos procesales, para luego consentir la resolución que disponía el sobreseimiento.



En esa impronta es dable afirmar sin hesitación alguna que el sobreseimiento en estas actuaciones no hubiera sido de ninguna manera posible sin la colaboración de Ministerio Público fiscal a cargo del Dr. Pablo Vignaroli.



e)  No puede perderse de vista, por otra parte, que las imputadas no eran para decirlo de alguna manera “delincuentes comunes”, sino personas vinculadas al poder, o al menos una de ellas.  Téngase en cuenta que la Cra. Cernaz, además de su vinculación con referentes políticos  del Gobierno, había sido incorporada por el TSJ a través de un contrato que se renovó varias veces (a pesar de la causa penal) y que el referido sobreseimiento  hizo posible que el TSJ la nombrara definitivamente en el Poder Judicial. 



Estimamos que, también en este caso, existen suficientes antecedentes para decretar la admisibilidad por mal desempeño del Fiscal Vignaroli.


a) Esta causa se inicia con fecha 20 de Agosto de 2004 en razón  de la minuciosa descripción pública que realizara el entonces Ministro Luis Manganaro, de los padecimientos de una víctima del delito de violación – menor de edad- contraviniendo las expresas previsiones de la ley 2302, conducta reprimida por el art. 157 del C.P.

En el sumario de trámite por ante la Agencia Fiscal de Delitos contra la Administración Pública se produjeron distintas medidas probatorias tendientes a determinar la existencia y extensión de los hecho como las responsabilidades respecto de los mismos. 
Así del informe de las defensoras de los derechos del niño y del adolescente de fs. 8/12 surge que la lectura textual de las palabras de la víctima la exponen públicamente generando una revictimización. Señalan las expertas que dicho proceder afecta el derecho a la intimidad y privacidad garantizadas por la citada ley 2302, en línea con el estándar de la Convención Internacional de los derechos del niño.
Asimismo pudo determinarse en el sumario fs. 36, 46 que el fiscal Santiago Terán suministro la información del caso al entonces Ministro de Seguridad, quién entrego copia a los diputados –en CD- de las fojas de los expedientes judiciales de este y otros casos que tenían como víctima y victimarios a menores de edad. Fs 42, 48.
b) Al asumir como titular de la AFDAP el Dr. Vignaroli dispone como primera intervención en el sumario, el archivo de las actuaciones.

El Fiscal entiende que se encuentran reunidos los elementos típicos del delito, aunque funda su decisión desestimatoria en considerar:

1. Respecto de la conducta atribuida a Terán “que no fue su intención divulgar los nombres de los menores involucrados”. 
En primer lugar, el Fiscal priva de carácter doloso la conducta investigada, realizando una aseveración propia de la tarea de la defensa, al manifestarse sobre el ánimo del imputado al cometer el hecho. 

En segundo lugar, aún ante la eventual concurrencia de esta “falta de intención”, tal circunstancia resulta irrelevante para privar tanto de tipicidad como de carácter doloso a la conducta, en tanto la ley 2302 en  su art. 63 establece una prohibición que en el caso fue infringida,  ya que la publicidad de uno de los hechos divulgados, en atención a la pequeña comunidad en que se produjo, permitió identificar tanto a sus autores como a sus víctimas con la sola alusión de las circunstancias del caso. Ello se desprende del contenido de la copia del Libro de Sesiones aportado por la Legislatura –cuyo original fue luego testado en sus partes pertinentes- en el que se lee la trascripción de relatos de la víctima que fueron, incluso, transmitidos vía radial.
Señala asimismo el Dr. Vignaroli,  en lo que aparece como  una “defensa” del imputado Terán, que la entrega del material tuvo por finalidad aportar la información necesaria para que el Centro de Atención a la Víctima –dependiente de la cartera a cargo del coimputado Manganaro- realizara su labor respecto de los niños involucrados. Nuevamente no indica el Fiscal el modo en que tomó conocimiento de tal particular intención del imputado ni tampoco por qué considera justificada la provisión de información sensible por parte de un funcionario judicial al Poder Ejecutivo, sin que medie requerimiento formal al respecto. 
Como conclusión, se advierte el despliegue por parte de Vignaroli de atribuciones ajenas a la función de persecución penal a su cargo, por cuanto ante la constatación “prima facie” de la comisión de un hecho delictivo, por ley tenía la obligación de requerir instrucción, dejando para la tarea de la defensa el diseño de eventuales descargos del imputado.

2. Sostiene como fundamento del archivo de la causa respecto del imputado Manganaro que, habiéndose presentado el informe de Manganaro en la legislatura, le resulta aplicable la inmunidad que el art. 89 de la Constitución otorga a los diputados, para no ser “acusado, interrogado judicialmente ni molestado por la opiniones o votos que emita en el recinto de la cámara”. 
A más de advertirse una vez más que el Fiscal se adentra en funciones propias de la defensa, confiere a la inmunidad parlamentaria prevista por la constitución un alcance que excede la finalidad de la norma, destinada a proteger las opiniones y posiciones políticas de los legisladores y ministros, pero nunca podría albergar la impunidad para la comisión de un delito por el sólo hecho del ámbito en que tal delito se comete. 
La inmunidad constitucional tutela el ejercicio de la democracia, pero en modo alguno puede dejar indefensa la protección a la inmunidad psicofísica de niños y adolescentes protegida no sólo por la ley sino también por normas de rango internacional. 

También sostuvo Vignaroli una suerte de “ausencia de dolo” en la conducta imputada a Manganaro, indicando que no se encuentra acreditada que fuera su intención divulgar datos prohibidos, lo cual a su entender estaría reflejado en el testado de parte de los documentos digitalizados que fueron proyectados en la presentación que acompañó el discurso del imputado. Cabe sólo reiterar al respecto que la exclusión de los nombres de los niños y adolescentes involucrados no resultó eficiente para evitar la identificación del caso.

Por último señala que no se encuentra acreditado que la autoría intelectual del documento “Ideologismo vs. Realidad” la realizara el Cr. Manganaro, cuestión ésta que resulta absolutamente irrelevante, en la medida en que su divulgación en el recinto sí estuvo a cargo del imputado quien personalmente disertó y acompañó su disertación con la proyección del contenido del documento referido.


c)  Finalmente no es posible soslayar el sentido de la decisión de archivar la causa, en un todo armónico con la conducta demostrada por las autoridades de la Legislatura y el Poder Ejecutivo provinciales durante la investigación desarrollada en forma previa por funcionarios distintos de Vignaroli. 
En tal sentido, debe recordarse el planteo de inconstitucionalidad del art. 2 de la ley 2339 -que otorga facultades de investigación a los fiscales adjuntos-, realizado por el diputado Oscar Gutiérrez en forma concomitante a la recepción de un pedido de informes librado en la causa por la AFDAP. Asimismo han quedado registradas en el expediente indebidas dilaciones y obstaculizaciones por parte del Ministerio de Seguridad para notificar a agentes de su cartera de citaciones ordenadas en la causa, como asimismo el desconocimiento expreso de las facultades coercitivas de la Fiscalía (fs. 56 y 62 del IPF 13385/04). E incluso el Dr. Sommariva,  ex presidente del TSJ, le solicitó al Dr. Cabral una sanción para la Dra. Cristina Beute, que estaba a cargo de la investigación.  En la etapa de prueba esto podrá establecerse sin mayores dificultades.

Lo cierto que todas esas acciones  muestran la preocupación de quienes estaban en funciones importantes en los tres poderes del Estado para dificultar esta investigación, objetivo que se concretó fácilmente una vez que el Dr. Vignaroli quedó a cargo de la Fiscalía.

Por estas razones estimamos que también debe declararse la admisibilidad de este cargo.
 
a) En esta  causa se investigó el presunto enriquecimiento ilícito en que habría incurrido el Sr. Oscar Alejandro Gutiérrez. Que la investigación en un principio fue llevada adelante por la Dra. María Cristina Beute quien en fecha 13 de septiembre de 2004 presenta requerimiento de instrucción ante el Juzgado de Instrucción Penal Nº 3, ampliando dicho planteo en fecha 17 de septiembre de 2004.

Que conforme surge de fs. 352, en fecha 05 de octubre de 2004, el requerimiento de instrucción es nuevamente ampliado por la Dra. Beute, solicitando nuevas medidas probatorias y denunciando nuevos hechos. 
Que luego de estas presentaciones la Dra. Beute es apartada de la Fiscalía de Delitos contra la Administración Pública, por expresa solicitud del Dr. Pablo Vignaroli, quien aduce para ello que no tiene “química” con la Dra. Beute. Que como directa consecuencia de ese dicho apartamiento la investigación queda en manos del Dr. Pablo Vignaroli. 

b) Que en fecha 15 de febrero de 2005,  el Dr. Marcelo Germán Benavidez, emite una resolución en la que dispone la nulidad de todo lo actuado en relación a Gutiérrez por considerar que no se cumplió con el requisito de intimación previa al funcionario, asimismo dispone “sobreseer” a Gutiérrez, pese a que como surge de las actuaciones no se encontraba imputado.

Que dicha resolución es apelada por el Dr. Vignaroli en fecha 22 de febrero en un escueto  escrito de dos fojas. Que en fecha 07 de abril de 2005, la Cámara en lo criminal Primera dispone, por mayoría integrada por los Dres. Fernández y Rodríguez Gómez y con la disidencia de la Dra. Luzuriaga, confirmar la declaración de nulidad de lo actuado y revocar el sobreseimiento ordenado por no corresponder.

Que en fecha 22 de abril de 2005, el Dr. Ignacio Cano interpone recurso de casación contra el decisorio de Cámara. 
En fecha 17 de octubre de 2005 el recurso de casación es rechazado por el superior Tribunal de Justicia, quedando de esta manera firme, la declaración de nulidad.

c) De acuerdo a las constancias obrantes surge  que la declaración de nulidad se fundó en un tecnicismo constituido por la falta de interpelación previa al funcionario.

No obstante ello, es de hacer notar que de la investigación fiscal previa a la declaración de nulidad surgen suficientes elementos para remediar el obstáculo técnico y reiniciar la investigación. Sin embargo el Fiscal Dr. Vignaroli optó por olvidar la cuestión y hacer de cuenta de que nada había ocurrido.

Estimamos que esta conducta resulta abiertamente irregular sobre todo si se tiene en cuenta que el Dr. Vignaroli tenía obligación de actuar de oficio ante el conocimiento o la noticia de la comisión de un ilícito.

d) No parece razonable que  haya dado por concluido el caso y desperdiciando todos los antecedentes colectados en la investigación preliminar y haya prescindido ilegítimamente de reiniciar la investigación, en procura de obtener un pronunciamiento jurisdiccional que defina definitivamente la situación. 


Téngase en cuenta que se trata de un presunto caso de corrupción en la función pública, que el imputado era una figura prominente del Gobierno anterior  y que, en principio, todavía no está prescripta la acción penal por el delito



 Por estas consideraciones, estimamos que corresponde admitir este cargo contra el Fiscal Vignaroli y abrir el procedimiento del Jurado de Enjuiciamiento.


a) Ricardo Mendaña denunció el 28 de noviembre de 2005 ante la Fiscalía General la participación del Asesor General de la Gobernación Dr. Jorge Brillo, los ex vocales del Tribunal Superior Dres. Fernández, Sommariva y Badano en la preparación de la denuncia contra él, que luego presentó  el ex diputado Oscar Gutierrez ante el porpio Jurado que integraban los 3 vocales del TSJ mencionados.

También denunció la participación de funcionarios del Gobierno Provincial en la toma indebida de fotografías sobre su casa y  en la utilización maliciosa posterior.  Informó que las fotografías habrían sido sacadas desde un helicóptero contratado o afectado a la Policía Provincial. Se acompañaron fotografías del helicóptero utilizado, de la máquina fotográfica utilizada, de la identidad de los ocupantes de la aeronave, la placa de ésta  y el nombre del piloto. 
En la denuncia Mendaña pidió el apartamiento del Fiscal Vignaroli, pues los hechos involucran al Gobierno Provincial y el desempeño de Vignaroli venia siendo funcional con dicho gobierno, habiendo utilizado los elementos de prueba  obtenidos en virtud de este accionar ilegítimo (fs. 7 de las actuaciones fotocopiadas y agregadas a este procedimiento disciplinario). El pedido de apartamiento fue rechazado por Vignaroli. 

b) La investigación  quedó radicada en la Fiscalía que dirigía Vignaroli, ordenándose  para “comprobar la verosimilitud de los vertidos en los presentes actuados” requerir un informe al Aeropuerto de la Ciudad de Neuquén para que informe si el vuelo denunciado existió (fs. 22). 
En esa fecha el diario Río Negro confirmaba que efectivamente un helicóptero alquilado por el Gobierno provincial salió para realizar “patrullajes” a las 15.30 y regresó a las 17.00.  Obra informe del Jefe de aeropuerto a fs. 131. 

Recién el 21 de febrero de 2006 se le recibe declaración testimonial al denunciante Mendaña (fs. 51 de esas actuaciones). En esa oportunidad el denunciante ofreció los testimonios de Marcelo Otharan, Gustavo Vitale, Mario Armando Márquez; también pidió que se soliciten  los listados de llamadas entrantes y salientes de los celulares de  Fernández, Brillo y Gutiérrez y de la Asesoría General de Gobierno. También se pidió que se practiquen averiguaciones a fin de establecer las personas que podían tener el tipo de maquina fotográfica utilizada y que se ordenara una peritación informática  para establecer la autenticidad y origen del e-mail invocado como fundamento de la denuncia.  

La Fiscalía pidió una prórroga de 60 días para continuar con la investigación preliminar (fs. 53) y requirió medidas para localizar al abogado Armesto y para conocer todos los vuelos efectuados por ese helicóptero. 

c) La Fiscal Adjunta Paula Verónica González, que dependía de Vignaroli, rechazó toda la prueba vinculada la imputación dirigida a Brillo,  a los vocales del TSJ y a otros funcionarios, pues sostuvo que en los actuados “se investiga la presunta participación de funcionarios públicos en un hecho ilícito en el que habrían utilizado una aeronave con fines que se encontrarían fuera de la actividad estatal, abusando de los deberes a su cargo” (fs. 69).

Queda claro que de la denuncia solo se investigaría una de las imputaciones, pero no la otra. Sin embargo, a esa altura se le había encomendado al SIF la ubicación de Armesto. El 17 de marzo de 2006 la Fiscalía pide que se le tome declaración a Armesto por exhorto (fs. 70).  Después de distintas acciones dilatorias Armesto declaró en Buenos Aires el 3 de mayo de 2006 (fs. 110). 



    Sumado a esta contradicción, lo más relevante es que se prescindió de investigar parte de los hechos denunciados (de hecho), fuera de los casos en que es admisible archivar o desestimar una denuncia (arts. 163 y 164 del CPP). 
d) Se sostiene en el tiempo la dificultad de dar con el paradero del piloto del helicóptero. El SIF informa a fs. 74 que reside en la ciudad de Resistencia, Provincia de Chaco y aporta el numero teléfonico.. En abril del 2006 (fs. 75 y 76) la fiscalía pide al Juzgado que Ojeda, así se apellida el piloto,  declare por exhorto.

A fs. 83 obra una respuesta dilatoria del Subsecretario de Seguridad. El Jefe de Policía hace lo propio a fs. 92. Desconociendo ambos funcionarios saber o tener antecedentes del helicóptero en cuestión. A fs. 88, el 23 de mayo de 2006, la Fiscalía pide una nueva prórroga por 60 días, en atención a la tardanza en  producir la información requerida “y la complejidad de la presente”. El Juzgado la otorga a fs. 89.

A fs. 93 , 5 de junio de 2006,  siguen los problemas para diligenciar el exhorto  dirigido al Juzgado de Resistencia.  El 12 de junio de 2006 (fs. 94 vta) la Fiscalía decide practicar averiguaciones en relación a la máquina fotográfica. y libra oficio a Nikon Ayacucho, descartando la opción de hacerlo a medios locales que garantizarían la celeridad de dicho tramite. Esta acción pareciera una medida dilatoria.

El 26 de junio de 2006 (fs. 76) se cita al Mayor Santiago Ramero, para que  informe si  se desempeñó como jefe del Aeropuerto de Neuquén y para que aclare que significa “vuelo local en tareas de apoyo, Policía de Neuquén” y algunos otros detalles. El 13 de junio de 2006 declara testimonialmente el piloto Ojeda y confirma que realizó vuelos de demostración con funcionarios del Gobierno. Dice que no tiene ninguna documentación, pues fue un contrato de servicio de palabra por tratarse de pocas horas. A fs. 127 se procura información en relación a la empresa Helicenter, aparentemente dueña del helicóptero. No obstante se RESERVARON las actuaciones “hasta tanto sean arrimados nuevos elementos de prueba”. 
En enero de 2007 Santiago D. Ramero  declara en Bahía Blanca confirmando el vuelo y destacando que la aeronave se encontraba afectada a la Policía Provincial. Esto motiva que la causa se saque de la reserva (fs.146) ordenándose la reiteración de oficios a Nikon Ayacucho y a la empresa Helicenter.
El 15 de marzo de 2007 se solicita al Tribunal de Cuentas que se informe si existe documentación relacionada con la contratación de la aeronave (fs. 154). Se reitera a fs. 156.  El Tribunal responde a  a fs. 160/161 e informa que no existe actuación alguna relacionada con la contratación de la aeronave durante los ejercicios 2003, 2004 y 2005. 

El 11 de febrero de 2009 se ordenó el archivo (fs. 173).

e) Lo expuesto muestra que deliberadamente se prescindió de investigar parte de los hechos denunciados a pesar de la verosimilitud. Sobre el punto, téngase en cuenta que la Sala Acusadora de la Cámara de Diputados de la Provincia, en el caso “Badano” realizó más diligencias de investigación que una Fiscalía que se supone que está precisamente para investigar los delitos que se cometen desde la función pública o en perjuicio de la Administración Pública. 

 Sobre el tramo remanente se omitió investigar la mayoría de las fuentes locales. Por ej. a fs. 9 de la causa hay una fotografía donde se reconoce a  personas con actividad publica en el escenario  político local y también  un funcionario policial. Ninguna de estas personas fue llamada a declarar, ni siquiera como testigo. No hay razones para presumir que todos podían ser considerados autores. 

No se investigó adecuadamente sobre la máquina fotográfica, ni se requirió a ningún experto local que aportara información. Se perdió deliberadamente tiempo investigando fuentes remotas,  descuidando las fuentes próximas.

Se exploró torpemente la línea de investigación conectada con el posible perjuicio económico. Ni siquiera se llegó a establecer que la Provincia compró dos helicópteros y si el utilizado en los hechos denunciados guardaba alguna relación con esos. Tampoco se requirió información vinculada con el tan públicamente expuesto Plan Integral de Seguridad, que llevaba adelante en ese momento el gobierno de turno.



  Estimamos, por estas razones, que debe declararse admisible este cargo, habilitando la prosecución de los procedimientos ante el Jurado de Enjuiciamiento.


a) En esta causa se investigaron los siguientes delitos:

1. El ocurrido  el día 19 de marzo de 2007, a la hora 7.45, en la calle Chaneton, entre San Martín y las vías del Ferrocarril. En esa oportunidad,  un hombre y una mujer utilizando un arma blanca (cuchillo con una hoja de 20 cms) se apoderaron de una cartera, cuando uno de los autores, puso cerca del estómago de la víctima la Sra. Nélida Hermelinda Romero,  el arma blanca antes mencionada.  


Los autores fueron detenidos poco después en un taxi de la empresa Pehuen, que conducía José Fabián Torres. La policía secuestro la cartera de la víctima y el cuchillo utilizado.

2.   El otro evento es del mismo día, pero aproximadamente a la hora 1.00, frente al Hipermercado Jumbo de esta Ciudad. En la ocasión Andrea Cecilia Cifuentes y Luciano Ezequiel Paredes fueron agredidos, resultando Cifuentes con una herida en la espalda y despojada de una cartera con sus pertenencias. Paredes también fue intimidado con un arma blanca y despojado de su billetera, no resultando lesionado gracias a su buena fortuna. 

b) Por estos hechos el Juzgado de Instrucción dictó el procesamiento con prisión preventiva de Walter Ariel Sevalt y Mercedes Estrella López, atribuyéndoles la comisión del delito de robo con armas reiterado (fs. 136/142). La Cámara de Apelaciones confirmó ese decisorio el 9 de mayo de 2007 (fs. 162/168).
A fs. 237 se agrega el requerimiento de elevación a juicio formulado por el fiscal  Omar Marcelo Silva. Basta revisar  esta pieza procesal, para apreciar los sólidos fundamentos de la Fiscalía para llevar a juicio a los imputados.

En el primer hecho, estaba la aprehensión a poco de ocurrido, la posesión de la res furtiva y la incautación del arma utilizada. Además, las víctima reconoció a los autores cuando se produjo el procedimiento de aprehensión, y ratificó el señalamiento de uno de ellos en rueda de personas. En cuanto al segundo hecho, también pondera la Fiscalía el reconocimiento en rueda de uno de los encartados.

c) Al llegar a juicio, la defensa ofreció prueba en tiempo y forma (fs. 277). El Fiscal de Cámara Vignaroli omitió hacer en el tiempo procesal oportuno, presentando un escrito procurando explicar  la falencia en un error involuntario (fs. 279). 

Luego el Fiscal  Rómulo Patti (fs.  285), actuando como subrogante, intenta sin éxito hacer caer el ofrecimiento de prueba de la defensa, con el propósito de que el Tribunal pueda hacer uso de la facultad del art 321 ultimo párrafo del CPP.
La Cámara  en la resolución que luce a fs. 291 rechazó la pretensión de la Fiscalía,  no aceptando el ofrecimiento tardío y ordenando que el debate se hiciera solo con la prueba ofrecida en término, que era la de la Defensa. 

A fs. 312/313 se agrega el acta de debate,  de la que surge que el Ministerio Fiscal fue representado por el Fiscal Patti, quien  presentó el caso de acuerdo a los lineamientos del requerimiento de elevación, pero a reglón seguido instó el sobreseimiento de los dos imputados “por no existir elementos para formular acusación” (¿). El debate continua a fs. 318, y allí la Fiscalía concluye que “merced a la no incorporación de elementos de prueba… teniendo en cuenta los elementos que contamos ahora para sostener la imputación ahora no son suficientes”, peticionando en definitiva la absolución de los imputados. La Cámara dictó la absolución de inmediato, ordenando la libertad de los encausados.

d) Esta simple reseña de las actuaciones puestas a disposición del Jurado, son cabal demostración de una grave negligencia del Fiscal Vignaroli que malogró totalmente las posibilidades de perseguir penalmente dos delitos graves.

No es un problema burocrático, o la omisión de un tramite mas, es un grosero caso de mala praxis que ha frustrado el derecho de las victimas a conocer la verdad y a obtener justicia.

Pero también contribuye a la falta de credibilidad del sistema de justicia y es fuente de responsabilidad del Poder Judicial para la actuación irregular de un funcionario que se desempeña en su órbita. 
¿Que respuesta le da el  sistema judicial a las victimas Nélida Hermerlinda Romero, Andrea Cifuentes y Luciano Paredes?. ¿Quién responderá por los perjuicios del proceder irresponsable del Fiscal?
Por los argumentos expuestos, estimamos también por este cargo corresponde la declaración de admisibilidad y  apertura del procedimiento acusatorio ante el Jurado.

 



No hemos podido tener acceso a toda la documentación relacionada con este cargo, razón por la cual solicitamos que  una vez que se acumulen todas las actuaciones  vinculadas con estos créditos, se nos permita su compulsa y la oportunidad de expresar nuestra opinión acerca de los antecedentes y si existe mérito para su admisibilidad. 


a) En fecha 8 de febrero de 2005 Leonardo Boela, presentó una denuncia penal contra el, en ese momento, Fiscal de Cámara Dr. Ricardo J Mendaña por apropiación de tierras fiscales y por conexiones clandestinas de agua, dando lugar a las actuaciones “BOELA, Amilcar Leonardo s/ Denuncia fraude en perjuicio de la administración pública”, que se radicó en la Agencia Fiscal de Delitos contra la Administración Pública. Finalmente se radicó en el Juzgado Nº 6 y se caratuló como “Mendaña, Ricardo J. y otras s/ fraude en perjuicio a la administración pública” (Expte. Nº 16.998-2005).  

Destacamos, para resaltar la conexión, que la denuncia fue efectuada al mismo tiempo en que el Fiscal de Estado presentaba la acusación y “ampliaba” los cargos contra Mendaña ante un jurado de enjuiciamiento. Esto enmarcado en una clara estrategia de persecución política del Gobierno de turno hacia Mendaña.
b) Si bien la Municipalidad no formuló ninguna denuncia el Fiscal Vignaroli promovió acción penal por un presunto fraude a la administración pública como el mismo reconoció mas tarde al instar el sobreseimiento. El Fiscal fundamentó la presunta ilicitud penal  en el hecho de que la Ley Provincial Nº 263, en su art. 31 inc. a) “contempla como limitación a la concesión de una tierra fiscal, el ser propietario de un solar en el mismo pueblo” y ello significa que “no puede darse en venta un terreno fiscal a una persona que ya es propietario de un solar en el lugar, pueblo o ciudad donde se emplaza el terreno fiscal que se pretende adquirir”. También invoca la Ordenanza Nº 2084/84, que contempla una restricción análoga en el art. 5 inc. a, aunque de carácter más amplia, pues comprende cualquier terreno en la Provincia (fs. 152/155).  

Para estructurar la imputación sostuvo el Fiscal Vignaroli  que “a sabiendas de que se encontraban comprendidos por las limitaciones del art. 31 inc. a de la ley 263 y del art. 5 inc. a) de la ordenanza Nº 2080/84, solicitaron en venta el 1 de marzo de 1999 … un predio fiscal lindante a su propiedad”.  A ello agregó el fiscal Vignaroli: “no existe factibilidad jurídica” para que la venta pueda concretarse, pues los peticionantes eran propietarios de un solar en el mismo pueblo donde está ubicado el terreno fiscal. Explica que la  “supuesta maniobra ardidosa, por cuanto el pedido en venta llevaría consigo un engaño relacionado con el conocimiento por parte de los presentantes de que no podían ser beneficiados con la cesión de las tierras fiscales (...) y este engaño se habría completado con la situación de hecho creada por la ocupación de los lotes mediante las construcciones y el cercamiento”.

Como se advierte el Fiscal Vignaroli primero invocó como fundamento una ley inaplicable, toda vez que  la ley provincial 263 se vincula con la venta de tierras fiscales del Estado Provincial, pero no con las tierras del Municipio. Luego consideró la Ordenanza Nº 2080/84, que regula la venta de “lotes sociales”, sin apreciar que existen otras formas de enajenación, entre ellas la Ordenanza Municipal Nº 3294/97, que era la norma aplicable al caso, pues regula lo relacionado con el fraccionamiento de inmuebles del ejido del Municipio de la ciudad de Neuquén. Esta Ordenanza, en su artículo 36, preceptúa que los excedentes de mensura son propiedad del municipio, estableciendo un derecho de preferencia al propietario colindante. Gracias a ese requerimiento  de instrucción se cumplieron allanamientos en la  casa de Mendaña y fue indagado, al igual que su esposa y la funcionaria municipal Débora Valle. 
c) Pocos meses después  de la radicación de esta denuncia y de la conclusión del Jury al Dr. Mendaña,  el fiscal Vignaroli pide el sobreseimiento de todos los imputados (fs. 409), admitiendo que la conducta denunciada  y perseguida no constituía delito. Para ello encuadró el pedido de sobreseimiento en el art. 301 inc. 3, es decir que “el hecho investigado no encuadra en una figura legal”, lo cual siempre fue manifiesto y que  también había sido planteado por la Defensa. 

El 11 de abril de 2006 (fs. 412) se  dictó el sobreseimiento y recién ahí el Juez se advierte que no existió ningún fraude; ni tampoco el delito de usurpación y que de haber existido éste, la acción estaría prescripta. También se descartó que hubiera un incumplimiento en el ejercicio de la función pública, pues la operación no guardaba ninguna relación con la  función. Contradiciéndose con los fundamentos con que inicio la causa penal, al fundar  la ausencia de responsabilidad de la Dra. Débora Valle expresa que: “tal como lo refiere en su presentación (Débora Valle) no son de aplicación la ley 263 y la ordenanza 2080, puesto que la fracción solicitada en compra es parte remanente de un lote de mayor fracción, y no se trataba ni de un solar, ni de un predio, ni de un lote”. Entonces, se concluye, no hubo accionar doloso de su parte ni se ocasionó perjuicio. 

d) Un análisis objetivo de los antecedentes reseñados y de los demás antecedentes de esta causa, indica  que la actuación del Fiscal fue absolutamente funcional con los objetivos políticos del Gobierno de ese momento,  objetivo en el que se aunaron distintas voluntades, incluso la  del Dr. Jorge Brillo que es uno de los miembros del Jurado de Enjuiciamiento

Lo que caracterizo esta causa fue la intencionalidad con que se desviaron los poderes propios de la función fiscal. Así como en otros casos se puede leer que fue para beneficiar a personas cercanas al Gobierno de turno, en este caso fue para perjudicar a quien el Gobierno había identificado como uno de sus enemigos o adversarios.

Estimamos que también en este caso tenemos un claro de mal desempeño en la función de fiscal, razón por la que propiciamos se decrete la admisibilidad también por este cargo. 

a) Los mencionados autos constituyeron una investigación de complejidad por la cantidad de hechos y autores imputados y la naturaleza de las  vinculaciones entre los mismos. El expediente tiene 14 cuerpos. 

Como el núcleo de la situación que interesa a los fines de estas actuaciones se produce con posterioridad al requerimiento de elevación a juicio, que produjo el ex Fiscal Telleriarte a fs.    /2236.  Este acto de la Fiscalía se concretó el  7 de julio de 2003 realizando las siguientes imputaciones: 1) A Zulma  Trabucco la comisión del delito de negociaciones incompatibles con la función pública (4 hechos), falsedad ideológica de documento público (3 hechos), tentativa de fraude a la administración pública, estafa reiterada (2 hechos) y tentativa de estafa (2 hechos). 2)  A Jorge Oberholzer, participación necesaria en el negocio de negociaciones incompatibles (5 hechos), tentativa de fraude a la administración pública, participación necesaria en el delito de falsedad ideológica  de documento público (2 hechos), estafa reiterada (3 hechos) y tentativa de estafa (2 hechos) y uso de documento falso. 3) A Raúl Capossio, los delitos de falsedad ideológica de documento público (3 hechos), partícipe necesario en el delito de  negociaciones incompatibles (4 hechos), tentativa de fraude a la administración pública, tentativa de estafa (2 hechos) y estafa;  4) A Héctor Masquelet, por el delito de falsedad ideológica  de instrumento público; 5) A Luis Schell por negociaciones incompatibles, estafa en grado de tentativa y estafa; 6) A Oscar Candia, por negociaciones incompatibles, falsedad ideológica de documento público, tentativa de estafa; 7) A Eduardo Ortiz, por negociaciones incompatibles y 8) A Ricardo Paterno, por estafa y tentativa de estafa. Todo esto surge de la resolución del Juez de Instrucción de fecha 26 de diciembre de 2005. El Fiscal pide el sobreseimiento de  Gerardo Grassi y Martha Isabel Kees (fs. 2207).

A fs. 2233/36 la Defensa de Masquelet se opone a la elevación a juicio. A fs. 2251/2261 hace lo propio la Defensa de  Gerardo Grossi y Oscar Edgardo Candia. A fs.  2262/2280  se expide la Defensa de Oberholzer y Capossio instando el sobreseimiento de sus pupilos. La Defensa de Schel pide la probation a fs. 2306/7 y la Defensa de Martha Isabel Kees comparte el pedido de sobreseimiento del fiscal. 

A fs. 2314  la Comunidad Mapuche Marifil  representada por el abogado Gustavo M. Olivera adhiere al requerimiento de elevación fiscal formulando imputaciones  a Trabucco, Oberholzer y Capossio. El Juzgado tiene como querellante a la Comunidad Mapuche a fs. 2334.  La Cámara, por mayoría revoca el auto del Juez (fs. 2409/2417). La Comunidad deduce recurso de casación a fs. 2435/38.  

A fs. 2452 representantes de la Comunidad Mapuche revocan los poderes otorgados a los abogados Olivera, Duarte, Picasso y Del Pin y, al fs. 2468, hacen una nueva presentación –patrocinados con el abogado Claudio Monopoli- haciendo saber que  han arribado a un acuerdo transaccional y que “han asumido el compromiso moral, de readecuar los hechos, que originalmente sostuvieron la denuncia penal que motivo la presente causa”. A partir de la fs. 2469 se agrega el acuerdo transaccional. A fs. 2476 hacen una nueva presentación desistiendo de la acción incoada. 

A fs. 2647 la Defensa de Oberholzer  pide que se decrete la extinción de la acción penal, por violación del plazo razonable. 

A fs. 2657 la imputada Trabucco por propio derecho pide la insubsistencia de la acción penal. Esta presentación data del 20/10/2005.

b) El Juez de Instrucción, dictó el 26 de diciembre de 2005 -Interlocutoria 1405 (fs. 2676 a 2691 vta.), el sobreseimiento respecto de la mayoría de hechos e imputados. 

El  Juez Varessio  sobresee a Trabucco, Oberholzer y Capossio por los hechos denominados 1, 2, 3 y 4; a Masquelet, por el hecho 1; a Candia por el 2; a Schell por el 3 y a Ortiz por el 4. También  sobresee a Martha Isabel Kees. 

A su vez, decide la elevación a juicio por los siguientes hechos; Trabucco, en relación al 5; Oberholzer por los hechos 5 y 6; Capossio por el 5, Paterno, por el 6 y Grossi por el 6. 

c) Esta resolución ofrece algunas singularidades:

· Al imputado Grossi, a quien el Fiscal Telleriarte le pidió el sobreseimiento y por el cual solo la Querella (Dr. Cancela en representación de PECOM Energía S.A-),  requirió la elevación, se lo envía a juicio.

· A los imputados Schel y Ortiz, por los cuales el Fiscal había requerido elevación a juicio y sus defensas no se habían opuesto a la elevación, fueron sobreseídos. En el caso de Schell su defensor solicitó la suspensión del proceso a prueba (fs. 2306/7). 

· La imputada Trabucco es sobreseída a pesar de que su defensa no se opuso a la elevación a juicio. La presentación que hace la propia Trabucco es reclamando la insubsistencia, no por las razones que el Juez dispuso el sobreseimiento.

d)  Otro aspecto singular es que el fundamento principal de los sobreseimientos por la mayoría de los hechos (1 a 4) son las consideraciones hechas por la Cámara al resolver las apelaciones de la prisión preventiva.

Como bien destacan los denunciantes  esa decisión “se vinculaba con la prisión preventiva de algunos imputados, pero no impedía de ninguna forma que el ministerio público formulara su requerimiento. Existen numerosos precedentes jurisprudenciales en ese sentido. Pareciera que el Juez, en el animo por sobreseer, no advirtió que en el sistema que nos rige el procesamiento no es un acto obligatorio, salvo para fundar la prisión preventiva de un imputado, y su valor se circunscribe a eso, y a nada más”.

El Juez Varessio le otorga un efecto de “cosa juzgada” a una decisión que no tiene ese  alcance,  haciendo un confuso tratamiento de una multiplicidad de hechos. En solo 3 páginas, de las cuales la mayor parte es recorte de la resolución de la Cámara,  sin tratamiento concreto, completo y particularizado de cada hecho, rechaza la elevación a juicio.

e) El sobreseimiento de Masquelet carece de toda motivación (vease fs. 2687 y vta.). Lo mismo puede decirse de los sobreseimientos de Candia (9 renglones),  Schell (6 renglones) y Ortiz (10 renglones). Además de lo escueto, solo se consignan frases o referencias genéricas, sin mención de ningún elemento concreto. En otras palabras son inmotivados. 

No es objetable el de Marta Isabel Kees, pues la Fiscalía y la Defensa estaban de acuerdo.

f) Lo más sorprendente es la postura de la Fiscalía cuya titularidad ejercía Vignaroli, pues se notificó al día siguiente, esto es el  27 de diciembre de 2005 (fs. 2691 vta., donde se notifica personalmente Vignaroli), y no interpuso ningún recurso, a pesar de las serias anomalías de la resolución. 

Contribuyó de esa forma a  tirar por la borda el trabajo de meses o años de investigación y a contribuir con la impunidad de maniobras delictivas complejas y graves. Tampoco investigó el extraño acuerdo transaccional glosada a la causa, hecha con el evidente fin de ayudar al resultado de la causa penal. 

La investigación era por hechos de valores millonarios. Solo para ejemplo mencionamos que el hecho 2 se vincula con la compra de una fracción de campo que incluye el pueblo de Sauzal Bonito. Por información que ha salido en periódicos, el adquirente José Luis García compró en un remate 11 mil hectáreas, sin saber que esa adquisición incluía un pueblo con 500 personas. De la causa surge que uno de los imputados, Masquelet,  reconoció que el acta de remate se hizo en la confitería Donato, y que el testigo del remate era una suerte de testigo profesional, pues aparece en las actuaciones de los hechos 1 y 4, según lo destaca el Fiscal Telleriarte en el requerimiento. 

García, trabajador petrolero,  residente en Santa Cruz, que suponemos  se enteró del remate  pues se publico en el boletín oficial del 10 de septiembre de 1999,  a través de algún ejemplar que nadie compró y un día antes del remate (todo esto surge del requerimiento fiscal, pág. 30). El Fiscal Telleriarte sostenía en el requerimiento que el comprador  García era solo un prestanombres y que pagó por 11.000 hectáreas $ 30.000. Por informaciones más actuales, la Provincia está procurando resolver la situación de los habitantes de Sauzal Bonito, pero García estaría reclamando una cifra varias veces millonaria y solo por un pedazo del campo  que se compró a través de la maniobra ilícita  investigada en esta causa y por 30 mil pesos. Hacemos este comentario solo para destacar que no estamos hablando de bagatela, sino de hechos que provocan un importante daño social y económico a las arcas del Estado Provincial.

g) En el trámite posterior y después de una dilatada gestión procesal,  se actuó con una celeridad sorprendente. Antes de que  hubieran regresado las cédulas de notificación, el Secretario realizaba el certificado de elevación de las actuaciones  (fs. 2701) y en la foja siguiente el juez ordenaba la remisión (9 de febrero de 2006).

La Defensa de Paterno pide el sobreseimiento de su defendido por extinción de la acción penal (fs. 2737). A su vez, la Defensa de Trabucco hace un planteo de nulidad y pide la insubsistencia de todo lo actuado (fs. 2742/5) 

El Fiscal Vignaroli propicia la aceptación de ambos planteos, a pesar de lo muy discutible que resultaba el de nulidad y va más allá, pues en pocas líneas  propicia que se extienda a los otros dos imputados (Oberholzer y Capossio).  Nuevamente el Dr. Vignaroli no muestra una actitud pro activa en cuanto a la persecución e investigación de los posibles delitos ventilados, que dañaban a todas luces a la Administración Publica y por lo tanto a toda la ciudadanía de Neuquén,   sino todo lo contrario actúa como quien quiere poner fin a todo lo actuado.

Por estas razones también postulamos que se declare la admisibilidad y la prosecución de los procedimientos ante el Jurado.

V. LA ADMISIBILIDAD
Estimamos haber dado razones suficientes para justificar la admisibilidad de los cargos. Solo nos interesa destacar en este apartado que el “juicio de admisibilidad”  no reclama la certeza absoluta de los hechos, sino una probabilidad que se funde en la información disponible.

Y en el caso de autos, destacamos que esa probabilidad se sustenta en prueba documental que detenta una alta dosis de credibilidad. Será el juicio, con la posibilidad de producción amplia de prueba, donde se podrá apreciar la calidad de toda esta información y confrontarla o completarla con tras piezas de convicción. 

VI. PETITORIO.
En función de todo lo expuesto, solicitamos al Jurado de Enjuiciamiento:

1. Que se nos tenga por presentados, en el carácter que  conferido.

2. Se requiera la documentación pendiente y se nos permita la compulsa de la misma.

3. Que se consideren las razones aportadas por las cuales estimamos que corresponde declarar la admisibilidad de todos los cargos incluidos en la denuncia contra el Fiscal Pablo Vignaroli.  

Proveer de conformidad, SERA JUSTICIA. 






Silvia Cristina Couyupetrou







    Presidenta 






        Convocatoria Neuquina





      por la Justicia y la Libertad

1.1  Causa “Zalazar, Carlos David-Soto Moisés s/ incumplimiento a los deberes de funcionario público” (Expte. 4570/2008 del Juzgado Correccional Nº 2)








1.7 Causa “Sevalt, Ariel Walter – López, Mercedes, Estrella s/robo calificado por el uso de armas (dos hechos) ambos en concurso real” (Cámara II de Neuquén, expte. Nº 46/7).








1.2  Causa “Ferreira, Osvaldo Raúl – Segovia, Martín s/ cohecho” (Expte 31.980/3 Juzgado Nº 4). 








1.4 Causa IPF Nº 12.886/4 (violación de secretos en la Legislatura, imputados al ex ministro Manganaro y al Fiscal Santiago Terán). 








1.3 Causa “Tribunal de Cuentas s/ dcia. Malversación en IADEP” (Expte. Nº IPF 23113/2, radicado en el Juzgado Nº 6 bajo el Nº 15534/04”.





1.5 Causa Nº 51209/4 del Juzgado de Instrucción Nº 3 (enriquecimiento ilícito del Diputado Gutiérrez).








1.6 Causa IPF Nº 18.273/05 DAP (Denuncia de Ricardo J. Mendaña contra los vocales del TSJ Dres. Fernández, Sommariva y Badano, el Asesor General de la Gobernación Dr.  Jorge Brillo y otros funcionarios públicos).








1.8 Causas relacionadas con la actuación del IADEP, especialmente en lo que se relaciona con los créditos otorgados para el llamado “Chañar III Etapa” (IPF 24.264 y otros conectados).








1.9 Causa “Mendaña, Ricardo J. y otras s/ fraude en perjuicio a la administración pública” (Expte. Nº 16.998-2005 del Juzgado Nº 6) 











1.10  Causa “Oberholzer, Jorge Eduardo y otros s/ negociaciones incompatibles con la función pública y estafa” (Expte. Nº 12.331).
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